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León, Guanajuato, a 21 veintiuno  de octubre de 2009 dos mil nueve. 

V I S T O S  para resolver, los autos del proceso administrativo identificado con el número 182/2009-JN promovido por el Agente de Tránsito José Guadalupe Ponce Ramos; y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que surtió efectos la notificación de la resolución que se impugna, toda vez que de las constancias que integran la presente causa administrativa se desprende, que la misma le fue notificada el 12 doce de junio del 2009, dos mil nueve, como se acredita con el original de la notificación que es aportada por la parte actora, en cumplimiento al requerimiento formulado; (visible en autos en copia certificada a foja 88 ochenta y ocho). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- La existencia del acto impugnado, la resolución dictada por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, en fecha 11 once de marzo de 2009, dos mil nueve, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 321/08-TRA; (trescientos veintiuno diagonal cero ocho;) se encuentra acreditada en autos, con la copia de la citada resolución, palpable a fojas 62 sesenta y dos a 81 ochenta y uno; que aportada por el actor, así como por el reconocimiento que la autoridad demandada al contestar la demanda, concretamente al dar contestación a los hechos; hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto en los artículos 57, 78, 118, 119 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de un documento público emitido por el Consejo demandado, en ejercicio de sus funciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  


CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del Artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . .  

De lo expuesto por el actor en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causas administrativa, se desprende que el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, con fecha 11 once de marzo del año 2009, dos mil nueve, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 321/08-TRA; (trescientos veintiuno diagonal cero ocho); instruido en contra del ahora impetrante del proceso, dictó resolución a través de la cual le impuso la sanción administrativa consistente en la suspensión laboral sin goce de sueldo, por un periodo de 6 seis días del cargo que desempeña en la Dirección General de Tránsito Municipal, al considerar ese Órgano Colegiado, que su conducta actualizó la hipótesis de falta grave prevista en la fracción  XIII del inciso a) del artículo 28 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, que establece: "Abstenerse de poner a disposición de la autoridad que corresponda cualquier objeto relacionado con la comisión de faltas administrativas, delitos, o que les fuera entregado.". . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
A efecto de determinar acerca de la actualización de la falta grave antes mencionada, la autoridad demandada, en el Considerando Sexto de la resolución impugnada, señaló: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“SEXTO.- De los medios de convicción descritos y valorados con antelación, este órgano Colegiado cuenta con los elementos suficientes para determinar que el Agente JOSÉ GUADALUPE PONCE RAMOS, al encontrarse laborando en la primera comandancia, durante el turno ‘D’ diurno del día 06 seis de marzo del año 2008 dos mil ocho,……acudió a atender un choque…una vez que se documentó de los conductores a los cuales les solicitó sus documentos …el agente de tránsito involucrado no realizó la devolución de una tarjeta de circulación y una credencial de elector a nombre de Miguel Ángel López López…..mismo que horas después le requiere al agente mencionado sus documentos, obteniendo como respuesta que no los tenía en su poder en ese momento y que se comprometía a llevarlos a su domicilio a la brevedad posible, siendo…quedando asentado en la declaración del propio agente que es omiso en hacer tal circunstancia del conocimiento de sus superiores y de igual forma omite poner a disposición de la autoridad competente la documental del C. Miguel Ángel López López; por lo que bajo ese contexto, es evidente que la conducta de dicho Agente actualiza la falta grave a que se refiere la fracción XIII décima tercera del inciso a)., del artículo 28 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, la cual establece:….” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De lo anterior, es de concluir que la autoridad demandada estimó que se actualizó la hipótesis de falta grave prevista en el inciso a) fracción XIII del artículo 28 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, por que el ahora actor omitió poner a disposición de la autoridad correspondiente, la documental que le recogió al ciudadano Miguel Ángel López López (credencial de elector y tarjeta de circulación). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así las cosas, la parte actora aduce que la resolución que impugna es ilegal, por que a su juicio, no se tomó en cuenta ni su declaración, ni la del ciudadano Miguel Ángel López López; además considera que no se encuentra debidamente motivada al estimar que no contiene todos los requisitos que debe llevar, y porque aprecia que no se encuentra debidamente individualizada la sanción; constituyendo tales aspectos los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Por cuestión de Orden Público y, por ende de estudio preferente, este Juzgador, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . 
En la especie, en la presente causa administrativa, la autoridad demandada hace valer la causal de improcedencia prevista en las fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que estima que no se afectan los intereses jurídicos del actor, porque la suspensión provisional no constituye una resolución final dentro del procedimiento administrativo disciplinario, toda vez que la suspensión se realiza conforme a la legalidad establecida en el artículo 44 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Causal que no se actualiza en forma alguna, dado que en el asunto que nos ocupa, no se está en presencia de una suspensión provisional, dictada conforme a lo previsto en el artículo 44 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato; sino que se trata de una sanción impuesta por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, al resolver en definitiva el Procedimiento Administrativo Disciplinario número 321/08-TRA, (trescientos veintiuno diagonal cero-ocho); al haberse actualizado, a juicio de dicho Consejo, una de las hipótesis de falta grave que prevé el artículo 28 el ordenamiento municipal antes mencionado, por lo que la suspensión aplicada al ciudadano José Guadalupe Ponce Ramos, es una sanción impuesta en los términos de la fracción I del artículo 36 del ya mencionado Reglamento del Consejo de Honor y Justicia. 
Por lo antes expresado, no procede sobreseer el presente proceso administrativo, en los términos de la fracción II del artículo 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, como lo solicita la autoridad demandada al contestar la demanda. . . . 
SEXTO.- No habiendo prosperado la causal de improcedencia hecha valer por la demandada y no advertirse la actualización de alguna otra que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa, se procede a analizar los conceptos de impugnación esgrimidos por el actor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   

 Así las cosas, de análisis integral del escrito de demanda, se desprende que en el apartado de conceptos de impugnación, en el único que expone el actor se desprenden 4 cuatro argumentos, los que se analizan a continuación. . . . . . . . . . . . 

Como un primer argumento, el actor manifiesta en lo esencial: que la resolución impugnada es ilegal, porque la autoridad demandada, llega a tener por comprobada la responsabilidad del elemento de tránsito, sin tomar en cuenta su propia  declaración, así como tampoco la vertida por el ciudadano Miguel Ángel López López, en el sentido de que no tiene ninguna queja en contra del elemento. 

Es infundado ese primer argumento expresado, dado que el Consejo demandado sí tomó en cuenta tanto la declaración vertida por el elemento sancionado José Guadalupe Ponce Ramos, -declaración que valoró como confesión-; así como la del ciudadano Miguel Ángel López López; las que valoró y tomó en cuenta al momento de dictar la resolución de suspensión. . . . . . . . . . . . 

En efecto, la declaración rendida el 20 veinte de junio de año próximo pasado, por el elemento José Guadalupe Ponce Ramos, en la que manifiesta textualmente que: “...no fue intención mía quedarme con los documentos del ciudadano, y que acordé con él el entregárselos personalmente en su domicilio...;” y a que se hace referencia en el numeral 4 cuatro del considerando Cuarto de la resolución impugnada, sí fue tomada en cuenta por la demandada al emitir la resolución; tan es así que dicha autoridad la valoró como confesión tácita, dándole pleno valor probatorio, según se advierte en el considerando Quinto, inciso a) de la resolución impugnada (evidente a fojas 73 setenta y tres); por lo que se puede aseverar que el Consejo de Honor y Justicia demandado, sí tomó en cuenta su declaración, sobre todo en el sentido de que admite que no puso a disposición de la autoridad correspondiente la tarjeta de circulación y la credencial para votar que le entregó el ciudadano Miguel Ángel López López. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo, la autoridad demandada también tomó en cuenta la declaración rendida por el ciudadano Miguel Ángel López López, en fecha 23 veintitrés de junio de 2008 dos mil ocho, de la cual se hace referencia en el numeral 5 cinco del considerando Cuarto de la resolución impugnada; pues fue valorada en la resolución como un testimonio y en este sentido se le otorgó valor probatorio de indicio. Ahora bien, respecto a lo manifestado en su comparecencia por el ciudadano Miguel Ángel López López, acerca de que no tiene queja alguna en contra del elemento de tránsito; ello no puede interpretarse en el sentido que parece entender el actor, como si la procedencia de la sanción dependiera del quejoso, lo que no es así, pues tal declaración no puede tener el efecto jurídico de un desistimiento o de un otorgamiento de perdón, como en materia penal; sino que éste, como particular afectado por el actuar de un elemento de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, tiene el derecho de interponer la queja o denuncia respectiva, y ahí termina su intervención; quedando la autoridad correspondiente con la facultad de investigar y en su caso, de manera oficiosa, imponer la sanción que estime pertinente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En un segundo argumento, expresa el actor que el Consejo de Honor y Justicia demandado, no razona la resolución impugnada, en cuanto a las razones y motivos que le sirven de apoyo y fundamento para llegar a imponer una sanción; ya que estima que no se cumple con expresar las circunstancias relativas a los hechos, para adecuar el caso concreto a la hipótesis legal, pues solo -afirma-, se hace referencia en las pruebas a indicios y pruebas que no tienen ninguna consistencia de carácter legal; así como una falta de fundamentación y motivación de la resolución impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es inoperante el argumento esgrimido por el actor, debido a que por un lado, este Juzgador advierte que la resolución impugnada sí contiene dispositivos legales aplicables al caso concreto, así como las circunstancias especiales, razones o causas inmediatas que la autoridad demandada tomó en consideración para la emisión de la resolución, las cuales constan en el considerando Sexto de la resolución impugnada; por otro lado, porque a efecto de desvirtuar los fundamentos y motivos de la resolución impugnada, no basta con decir que no razona la resolución en cuanto a los motivos que le sirven de apoyo y fundamento para llegar a imponer una sanción y que no se cumple con expresar las circunstancias relativas a los hechos, para adecuar el caso concreto a la hipótesis legal; sino que es necesario oponer argumentos y razonamientos jurídicos en contra de los fundamentos y motivos de dicha resolución; esto es, precisar en que parte o en que forma, se adolece de tales elementos; asimismo tales manifestaciones no desvirtúan en forma alguna los argumentos que consideró el cuerpo colegiado demandado para tenerle por responsable de la falta cometida, pues se valoró la propia confesión del elemento sancionado. . . . . . . . . . 

Ahora bien, por lo que respecta a que sólo se hace referencia en las pruebas a indicios y pruebas que no tienen ninguna consistencia de carácter legal; también resulta inoperante tal argumento, pues debe decirse que, por un lado, el actor en su escrito de demanda, sólo se limita a manifestar que las pruebas que obran en el sumario, no tienen, como se señala, “consistencia de carácter legal”;  manifestación que carece de sustento, pues no expresa porqué, a su juicio, las pruebas valoradas  no tienen consistencia de carácter legal; y por otro lado, si es que era la pretensión del actor, combatir la valoración de las pruebas en la resolución; entonces, debió precisar el alcance probatorio que debió dársele a las pruebas y la forma en que trascenderían éstas al fallo en beneficio del actor; porque en realidad, no expresa razonamiento jurídico del porqué carecen de un adecuado valor probatorio las pruebas contenidas en el procedimiento administrativo disciplinario expediente 321/08-TRA (trescientos veintiuno diagonal cero-ocho); que pusiera de manifiesto la violación por parte del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal al apreciar y valorar los medios de convicción; por lo que al tratarse de una mera afirmación que no se sustenta debidamente, no produce convicción en este juzgador dicho argumento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sirven de apoyo a lo anterior, los criterios sustentados por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las siguientes jurisprudencias: . . . . . . . . . . . . . . .

"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. SON INOPERANTES POR DEFICIENTES, SI OMITEN PRECISAR EL ALCANCE PROBATORIO DE LAS PROBANZAS CUYA VALORACIÓN ILEGAL SE ALEGA. Los conceptos de violación que se hacen consistir en falta de valoración de pruebas rendidas en el juicio generador del acto reclamado deben expresar no sólo las probanzas cuya estimación se considera ilegal, sino también deben precisar el alcance probatorio de tales probanzas y la forma en que trascenderían éstas al fallo en beneficio del quejoso, pues únicamente en dicha hipótesis puede analizarse si la omisión de valoración de pruebas causó perjuicios al mismo y, por ende, determinar si es violatoria de garantías individuales, de suerte tal que los conceptos de violación que no reúnan los requisitos mencionados deben estimarse inoperantes por deficientes." Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito.  No. Registro: 198,753. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Novena Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. V, Mayo de 1997. Tesis: VI.2o. J/102. Página: 509. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“PRUEBAS, VALORACION DE LAS. Si la argumentación con que se combate la sentencia reclamada a examen, la impugna por la incorrecta valoración que hizo de las pruebas rendidas, pero sólo se hacen al respecto alusiones más o menos generales, sin precisar qué elemento probatorio concreto se dejó de estimar, y por qué debió dársele valor, y qué se probó con él, tales argumentos resultan imprecisos y ambiguos, y el tribunal de amparo debe desestimarlos si, de lo contrario, se vería obligado a hacer oficiosamente un examen total y minucioso de las pruebas, para revalorarlas en todos sus puntos y aspectos, lo que sería una suplencia indebida, en un amparo administrativo de estricto derecho.” (artículos 76, 79 y relativos de la Ley de Amparo). PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. Séptima Época, Sexta Parte: No. Registro: 254,970. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Séptima Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 72 Sexta Parte. Tesis: . Página: 175. Genealogía:  Informe 1974, Tercera Parte, Tribunales Colegiados de Circuito, página 54. . . . . . . . . 
Por último, respecto de la falta de fundamentación y motivación de la resolución impugnada, este juzgador estima que tal concepto de impugnación es infundado; toda vez que el actor no expresa los motivos o causas por las que considera que carece de fundamentación y motivación; aunado al hecho que, de la lectura de la resolución, quien resuelve advierte que sí contiene dispositivos legales aplicables al caso concreto, así como las circunstancias especiales, razones o causas inmediatas que la autoridad demandada tomó en consideración para la emisión de la resolución, por lo que atendiendo a que carencia, se define por la Real Academia de la Lengua Española, como “la falta de alguna cosa”, lo que la especie no se presenta en la resolución impugnada, de ahí que resulte infundado lo planteado por el actor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En el tercer argumento expresado por el actor, señala que la resolución dictada por el Consejo de Honor y Justicia demandado, no contiene los requisitos que debe cubrir toda sentencia, como lo son: una relación sucinta de las cuestiones planteadas; de las pruebas rendidas, así como las consideraciones jurídicas aplicables, comprendiendo cada uno de los puntos sometidos a la consideración del juez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es infundado dicho argumento, pues de la lectura de la resolución impugnada, se advierte que sí contiene los elementos que refiere el actor, como lo son la cuestión planteada, -que estriba en la comisión de la falta grave que señaló el Consejo demandado-; la relación y valoración de las pruebas contenidas en el sumario, así como las consideraciones tomadas por el Consejo para determinar la aplicación de la sanción al actor, tal y como se aprecia en los resultandos y en los considerando Segundo, Tercero, Cuarto, Quinto y Sexto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En el cuarto y último argumento expresado, señala el actor que se vulnera el artículo 49 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, al no tomar en consideración los requisitos que dicho precepto establece para la imposición de las sanciones, pues existe en el expediente respectivo, una constancia de que se ha conducido de manera responsable en el desempeño de sus labores, antigüedad en el servicio y su buena conducta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Es infundado el señalado concepto de impugnación; toda vez que  tal y como se desprende de la resolución impugnada, en su considerando Octavo (visible a foja 77 setenta y siete del expediente de la presente causa administrativa); el Consejo demandado sí analizó en el caso concreto, cada uno de los aspectos que deben considerarse para imponer la sanción, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 49 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato; cumpliendo de esa manera lo relativo a la individualización de la sanción. . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Ahora bien, respecto a lo aducido por el actor, acerca de que en el expediente respectivo existe una constancia de que se ha conducido de manera responsable en el desempeño de sus labores, antigüedad en el servicio y su buena conducta; es de hacerse notar la parte actora, no señala, ni precisa a que constancia se refiere; sin embargo, para este juzgador no pasa desapercibido que en el expediente del procedimiento administrativo disciplinario número 321/08-TRA; (trescientos veintiuno diagonal cero-ocho); consta la probanza que se enumera como 2 dos, en el cuarto considerando de la resolución impugnada; consistente en la copia del contrato del actor, Agente de Tránsito José Guadalupe Ponce Ramos: misma que señala la fecha de ingreso a la corporación y su filiación; documental a la que se le otorgó pleno valor probatorio, acerca de su ingreso y pertenencia a la corporación; es de resaltar también, que si bien es cierto, tal copia del contrato, establece unos apartados relativos a: “faltas y castigos”, “licencias que ha disfrutado”, y “observaciones y servicios meritorios”; también lo es, que tales espacios están en blanco, por lo que no se aprecia que se haya castigado por alguna falta, ni que se le haya reconocido acto meritorio alguno; luego entonces, de dicho documento no se desprende lo que aduce el actor acerca de que se ha conducido de manera responsable en el desempeño de sus labores, y su buena conducta; ya que no se plantean tales aspectos en el referido documento; por lo que solo se advierte la antigüedad con que cuenta en el desempeño de sus labores, resaltando que en la resolución impugnada sí se hace referencia, al individualizar la sanción, acerca de la buena conducta del elemento y de que no ha sido encontrado reincidente en la comisión de alguna falta grave; por lo que en realidad, tal constancia es irrelevante en cuanto a determinar los elementos de la individualización de la sanción; los que por otra parte, como ya se señaló, sí se colmaron en la resolución impugnada que nos ocupa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Para concluir, se determina que los conceptos de impugnación expresados son insuficientes en su conjunto, toda vez que el actor no controvierte las consideraciones y fundamentos torales del fallo reclamado, cuando, por sí solos, pueden sustentar el sentido de la resolución impugnada; por lo que al no haberse controvertido y, por ende, no demostrarse su ilegalidad, éstos continúan rigiendo el sentido de la resolución impugnada en el presente proceso administrativo, ello conforme a lo que se establece en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . 
"CONCEPTOS DE VIOLACION QUE OMITEN COMBATIR ALGUNAS CONSIDERACIONES EN QUE SE APOYA EL ACTO RECLAMADO. SON INSUFICIENTES. Los conceptos de violación deben estar relacionados directa e inmediatamente con los fundamentos del acto reclamado, para que de esta forma queden de manifiesto los vicios de que adolezca; por tanto si el quejoso omite hacerse cargo de algunas consideraciones en que se apoyó la autoridad responsable y no las combate, el Tribunal Colegiado no está en aptitud de examinar la constitucionalidad de éstas y por consecuencia deben subsistir." Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito. Amparo directo 297/90. Roberto González Granados. 15 de agosto de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Vicente Martínez Sánchez. Nota: Esta tesis también aparece en el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, Tomo VI, Materia Común, Segunda Parte, tesis 716, página 482. No. Registro: 208,986. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 86-1, Febrero de 1995. Tesis: VI.2o. J/352. Página: 45. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, al resultar inoperantes, infundados e insuficientes los diversos argumentos analizados, contenidos en el único concepto de impugnación esgrimido por el actor; y, al constar en el expediente respectivo elementos de convicción que demuestran que la conducta realizada por el mismo actualizó la falta grave que se le imputó, por lo que al no desvirtuarse la presunción de legalidad de la resolución impugnada; es por lo que se concluye que en la presente causa administrativa, lo procedente es reconocer totalmente su legalidad y validez, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 300 fracción I del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SÉPTIMO.- De lo solicitado por la parte actora, se encuentra también lo referente a  la reposición de las percepciones que se le dejaron de hacer, durante el tiempo en que estuvo suspendido de sus labores; lo que se traduce en la pretensión de condena a la autoridad, para el pleno restablecimiento de su derecho violado, consistente en el pago de su salario de esos 6 seis días de suspensión; acción que se encuentra prevista en la fracción III del artículo 255 del  Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A juicio de este Juzgador, no procede hacer pronunciamiento alguno respecto de la pretensión señalada; pues al resultar válida la resolución combatida, no surge derecho alguno para reclamar la contenida en la fracción III del citado precepto; pues tal acción se considera accesoria a la de nulidad, ya que sólo habiendo prosperado ésta, puede conllevar ello al reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica y a la condena; de tal suerte que al reconocerse la validez de la resolución impugnada resulta incuestionable que la acción pretendida no llega a actualizarse. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Siguiendo para ello, el criterio sostenido por el Pleno del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, visible en la página 103 de la publicación denominada “Criterios 2000-2007” y que establece: . . . . . . . . . . . . 

"ACCIONES PREVISTAS EN LAS FRACCIONES II Y III DEL ARTÍCULO 56 DE LA LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE GUANAJUATO. NATURALEZA ACCESORIA DE LAS.-  De las tres acciones precisadas en el artículo 56 de la Ley de Justicia Administrativa de Guanajuato, la correspondiente a la fracción I resulta ser principal respecto a las de reconocimiento del derecho e indemnización de daños y perjuicios contemplados en las restantes fracciones.  Ello es así, porque para hacer procedentes las accesorias o secundarias (fracciones II y III del numeral en cuestión) se requiere inexorablemente la declaratoria de nulidad de un acto o resolución. Ahora bien, habiendo prosperado ésta, puede conllevar ello al reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica y la adopción de medidas para su pleno restablecimiento e incluso la indemnización por daños y perjuicios causados por el acto demandado que fue declarado nulo;  de tal suerte que de reconocerse la validez del acto reclamado, por encontrarse apegado a derecho, es incuestionable que las restantes acciones perderían su razón de ser." (Toca 55/03. Recurso de reclamación promovido por Ricardo Sánchez Acevedo e Isidro Sánchez Rangel. Resolución de fecha 13 de agosto de 2003)”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 287, 298, 299 y 300, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Procedió el proceso administrativo promovido. . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se reconoce totalmente la legalidad y validez de la resolución dictada por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 321/08-TRA; (trescientos veintiuno diagonal cero ocho); de fecha 11 once de marzo del 2009,  dos mil nueve; por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de la presente sentencia. . . . . . . . 

CUARTO.- No ha lugar a pronunciarse acerca de la condena a la autoridad para que se le pague al actor, las percepciones que dejó de percibir durante el periodo que fue suspendido; atento a lo señalado en el Considerando Séptimo de esta misma resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

